El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.

El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.
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Temas:               DEBIDO PROCESO / REQUISITOS GENERALES Y CAUSALES ESPECÍFICAS DE PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN DE TUTELA CONTRA PROVIDENCIAS JUDICIALES / TUTELA CONTRA  SENTENCIA DE LA MISMA NATURALEZA/   PRECEDENTE JURISPRUDENCIAL/ AMPARO PRIMIGENIO PENDIENTE TRÁMITE DE REVISIÓN/ INEXISTENCIA COSA JUZGADA/  IMPROCEDENTE
Es claro entonces que la presente acción de tutela se dirige contra las sentencias proferidas en proceso de la misma naturaleza y por ende, resulta improcedente de acuerdo con la última jurisprudencia que atrás se transcribió, pues este excepcional medio de protección constitucional no puede emplearse para cuestionar supuestas vías de hecho ocurridas en el trámite de las acciones de tutela, ni para controvertir el fallo que en esa clase de procesos se profiere porque en tal forma se generarían decisiones indefinidas; además, se desconocería la regla jurisprudencial relativa a que un juez de tutela no está facultado para revisar las decisiones de otro funcionario revestido de igual atribución constitucional, pues tal función la cumple en forma exclusiva la Corte Constitucional, en sede de revisión.

Así entonces, como el proceso de tutela en el que encuentra el demandante vulnerados sus derechos fundamentales se halla en trámite de revisión ante la Corte Constitucional, las decisiones que en él se adoptaron no han hecho tránsito a cosa juzgada constitucional y por lo tanto deberá la accionante esperar a que se agote esa eventual actuación, dentro del cual podrá pronunciarse y hasta solicitar que el asunto sea escogido para revisión.

En esas condiciones, resulta claro que se halla ausente el último de los requisitos específicos de procedibilidad de la tutela frente a decisiones judiciales, de conformidad con la jurisprudencia inicialmente transcrita. En consecuencia se declarará improcedente la protección pedida.

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL
SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA

       Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos

       Pereira, septiembre diecinueve (19) de dos mil dieciocho (2018)

       Acta No. 357 del 19 de septiembre de 2018

       Expediente No. 66001-22-13-000-2018-00734-00

Se decide en primera instancia la acción de tutela de la referencia, promovida por la señora Amparo Rendón de Betancur contra los Juzgados Segundo Civil del Circuito y Octavo Civil Municipal de Pereira, a la que fueron vinculados la Alcaldía de Pereira, la Inspectora Quinta Municipal de Policía de esta ciudad y los señores Carlos Arles Martínez Marín y José Hoover Valencia León, este último Juez de Paz.
A N T E C E D E N T E S

1. Relató el apoderado de la accionante los hechos que admiten el siguiente resumen:

1.1 El 22 de junio de 2017 la actora y el señor Carlos Arles Martínez Marín acudieron ante el Juez de Paz para dirimir una controversia de carácter patrimonial, relacionada con el cumplimiento del contrato de promesa de compraventa de la posesión sobre un bien, que hace parte de otro de mayor extensión, de propiedad de la demandante, celebrado en el año 2001.
1.2 Esta adelantó el trámite de desenglobe del citado bien de mayor extensión, el que se materializó el 19 de abril de 2016, de acuerdo con la escritura pública No. 1774 del 2 de mayo de 2016, otorgada en la Notaría Tercera del Círculo de Pereira. De esa división surgieron tres inmuebles “correspondiente según levantamiento topografico (sic) protocolizado en la Escritura Pública No 1774… al lote No. 04 la posterior división para dar cumplimiento a la entrega jurídica al señor Carlos Arles Martinez (sic) Marín”.
1.3 En aquella diligencia, no existió ánimo conciliatorio porque el citado señor ya ejercía la posesión material del mencionado predio.

1.4 El 14 de agosto de 2017, el Juez de Paz, José Hoover Valencia León, profirió decisión en los términos de la Ley 497 de 1999 y ordenó a la accionante a pagar a Carlos Arles Martínez Marín $26.100.000 por concepto de frutos por 174 meses de arriendo. Lo anterior a pesar de que se había demostrado que este último ejercía la posesión material de ese bien.

1.5 El 15 del citado mes, ese Juez de Paz remitió comunicación a la actora, la cual fue devuelta, y en de septiembre de 2017 ese funcionario procedió a elaborar la notificación por emplazamiento, sin tener conocimiento del reporte de entrega de la notificación personal y por tanto esa actuación es ineficaz.

1.6 El 1º de diciembre de 2017 la demandante elevó petición ante ese Juez de Paz para obtener copia de ese expediente. En respuesta le informó que el proceso ya había terminado y le suministró las reproducciones solicitadas.
1.7 El pasado 8 de febrero se recibió comunicación, suscrita por la Inspectora Quinta de Policía, en la que se indica el cumplimiento del auto 023 de 2017 que ordena la entrega del inmueble. A esto último se procedió el 22 de ese mes pero sobre el local contiguo al lote de Carlos Arles Martínez Marín; es decir, sobre bienes distintos al prometido.

1.8 Debido a las irregularidades cometidas en el trámite ante el Juez de Paz, se formuló acción de tutela para obtener la protección de los derechos al debido proceso y al acceso a la administración de justicia.

1.9 Esa actuación correspondió en primera instancia por al Juzgado Octavo Civil Municipal de Pereira que mediante fallo del 5 de marzo pasado decidió declarar improcedente el amparo ya que la demandante no había utilizado los mecanismos ordinarios para elevar sus reclamos. Esta providencia fue confirmada en segunda sede por el Juzgado Segundo Civil del Circuito.

1.10 Si bien es cierto que la existencia de otros medios de defensa judicial es razón suficiente para declarar improcedente la acción constitucional, “también lo es que los fallos en equidad hacen tránsito a cosa juzgada y por tanto las irregularidades en la notificación del fallo para ejercer adecuadamente el recurso legal fueron la esencia de la protección constitucional solicitada, sin embargo con los fallos recientes del Juzgado Octavo Civil Municipal y del Segundo Civil del Circuito de Pereira, la existencia de otros medios de defensa es nugatoria ante el principio de cosa juzgada”.
1.11 La acción de tutela es procedente porque se cumplen los requisitos de inmediatez y subsidiariedad y porque, según la jurisprudencia de la Corte Constitucional, ese medio es viable de forma excepcional para atacar sentencias de tutela, máxime que en este caso las consecuencias de la decisión adoptada por el Juez de Paz le causan un perjuicio irremediable. 

1.12 Aquellos funcionarios judiciales incurrieron en defecto fáctico a la hora de valorar las notificaciones realizadas por el Juez de Paz.         
2. Considera lesionado el derecho al debido proceso y para su protección solicita se ordene declarar la nulidad de las sentencias proferidas por los juzgados accionados, así como de lo actuado por el Juez de Paz con posterioridad a la audiencia de conciliación llevada a cabo el 22 de junio de 2017. 
ACTUACIÓN PROCESAL

1. Mediante proveído del 6 de septiembre último se admitió la tutela y se ordenó vincular al señor Carlos Arles Martínez Marín y al Juez de Paz José Hoover Valencia León. Con posterioridad se dispuso la vinculación de la Alcaldía de Pereira y la Inspectora Quinta Municipal de Policía de esta ciudad.
2. Solamente se pronunció el Juez Octavo Civil Municipal de esta ciudad. Señaló que el trámite de la acción de tutela objeto del amparo se adelantó de conformidad con las normas que regulan la materia.
C O N S I D E R A C I O N E S 

1. El fin de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos

constitucionales fundamentales, concedida a todas las personas por el artículo 86 de la Constitución Política, ante su vulneración o amenaza generada por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos previstos por el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.

2. Corresponde a esta Sala determinar si procede la acción de amparo frente a las sentencias proferidas por los juzgados accionados, mediante las cuales se resolvió la acción de tutela formulada por la actora frente al trámite surtido ante la Justicia de Paz. 
3. La Corte Constitucional en sentencia C-543 de 1992 declaró inconstitucional el artículo 40 del Decreto 2591 de 1991 que autorizaba la tutela contra providencias judiciales. A pesar de ello, enseñó inicialmente que el amparo resultaba procedente cuando se incurría en vía de hecho, concepto que ha desarrollado a lo largo de su jurisprudencia hasta sintetizar los requisitos generales y las causales específicas de procedencia de la solicitud de amparo frente a esa clase de decisiones. 

Las causales específicas de procedibilidad las ha enlistado así: 

“(i) El defecto material o sustantivo, que se configura cuando la decisión judicial objeto de reproche, se apoya en normas inexistentes o inconstitucionales o que presentan una evidente y grosera contradicción entre los fundamentos y la decisión; (ii) el defecto orgánico, que se presenta cuando el funcionario judicial que profirió la providencia impugnada, carece de competencia; (iii) el defecto procedimental, que se origina cuando el funcionario judicial dicta la decisión, apartado completamente del procedimiento dispuesto en el ordenamiento jurídico; (iv) el defecto fáctico, surge cuando el apoyo probatorio en que se basó el juez para aplicar una determinada norma es absolutamente inadecuado; (v) el error inducido, que se presenta cuando el juez fue víctima de un engaño por parte de terceros y ese engaño lo condujo a la toma de una decisión que afecta derechos fundamentales; (vi) la decisión sin motivación, cuando la decisión carece de fundamentos fácticos y jurídicos, en el entendido que precisamente en esa motivación reposa la legitimidad de su órbita funcional; (vii) el desconocimiento del precedente, que se presenta, verbi gratia, cuando la Corte Constitucional establece el alcance de un derecho fundamental y el juez ordinario aplica una ley limitando sustancialmente dicho alcance y (viii) la violación directa de la Constitución”
. 

Y los requisitos generales de la siguiente forma:

“(i) Que la cuestión planteada al juez constitucional sea de relevancia constitucional; (ii) que se hayan agotado todos los mecanismos de defensa judicial, previstos en el ordenamiento jurídico, a menos que se trate de un perjuicio irremediable; (iii) que la acción de amparo constitucional, haya sido interpuesta oportunamente, es decir que se cumpla el requisito de inmediatez; (iv) que en el evento de tratarse de una irregularidad procesal, se indique que la misma tiene un efecto decisivo o determinante en la decisión que se impugna y que afecta los derechos fundamentales de la parte actora; (v) que la vulneración reclamada en sede de acción de tutela, haya sido alegada en el proceso judicial respectivo, siempre y cuando hubiera sido posible y (vi) que no se trate de tutela contra tutela”
.

En relación con el último de tales presupuestos generales, esa Corporación en sentencia T-307 de 2015 explicó:

“2 Como se señaló, uno de los requisitos generales de procedibilidad de la acción de tutela contra providencias judiciales comprende el hecho de que la misma no se dirija contra otra acción de tutela. Pese a la claridad que se puede derivar de la lectura de este requisito, es importante precisar que el establecimiento de esta sub-regla decisional fue producto de una ardua discusión respecto a la posibilidad de demandar fallos de tutela a través de la acción de amparo constitucional.

 
Así, en algunos de sus primeros pronunciamientos la Corte llegó a aceptar la posibilidad de que la tutela permitiera salvaguardar el derecho al debido proceso vulnerado en el trámite de otra tutela. Por ejemplo, en la sentencia T-162 de 1997
 la Corte concedió la protección tutelar contra la actuación de un juez de tutela que se había negado a conceder la impugnación del fallo de tutela de primera instancia con el argumento de que el poder presentado para impugnar no era auténtico. De otra parte, en la sentencia T-1009 de 1999
 se concedió una acción de tutela contra la actuación de un juez de tutela consistente en no vincular al correspondiente proceso a un tercero potencialmente afectado por la decisión. No obstante, la tesis de la procedencia de la acción de tutela contra tutela fue ampliamente discutida por la Corte, razón por la que posteriormente la Corte corrigió su posición.
 
En efecto, a raíz de esta compleja discusión, la Corte emitió la sentencia SU-1219 de 2001
 en la que unificó su criterio. En esta decisión, la Sala Plena explicó que la improcedencia de la acción de tutela contra otra de la misma naturaleza tenía fundamento en el propio procedimiento de esta acción constitucional, y en que el derecho fundamental al debido proceso se encuentra salvaguardado por la existencia de otros mecanismos para el cuestionamiento de las decisiones adoptadas en sede de instancia tutelar. Lo anterior, debido a que la competencia para revisar ulteriormente los errores en los que pudieren haber incurrido los jueces de tutela, radican única y exclusivamente en la Corte Constitucional, según el ámbito de acción previsto por el artículo 86 de la Carta Fundamental.
 
…
 
Ahora bien, respecto a aquellas situaciones en las que los jueces de tutela pueden incurrir en arbitrariedades, la Sala Plena de la Corte, advirtió que el ordenamiento jurídico colombiano ha establecido un mecanismo de control para evitar ese tipo de vulneración. Según dispone el artículo 86 inciso 2 de la Constitución las acciones de tutela pueden “impugnarse ante el juez competente y, en todo caso, éste lo remitirá a la Corte Constitucional para su eventual revisión."
En suma, la posibilidad de instaurar acción de tutela contra tutela resulta totalmente improcedente comoquiera que por su naturaleza se trata de un mecanismo que busca materializar de forma inmediata el goce efectivo de los derechos fundamentales de las personas, y adicionalmente, cuenta con un mecanismo de control judicial especial, la revisión ante la Corte Constitucional, que está diseñado específicamente para corregir los posibles errores en que pudieren incurrir los jueces de instancia en los proceso de tutela.
 
…
 
4.1 La revisión instituida en cabeza de la Corte Constitucional es el mecanismo constitucional diseñado para controlar las sentencias de tutela de los jueces que conocen y deciden sobre estas acciones. Dicha figura fue prevista directamente por el propio Constituyente quien lo plasmó en el artículo 86
 de la Constitución. Esta revisión, excluye la posibilidad de impugnar las sentencias de tutela mediante una nueva acción de tutela bajo la modalidad de presuntas vías de hecho porque la Constitución definió directamente las etapas básicas del procedimiento de tutela y previó que los errores de los jueces de instancia, o inclusive sus interpretaciones de los derechos constitucionales, siempre pudieran ser conocidos y corregidos por la Corte Constitucional.

 
…

6.1.1 Al respecto, la Sala encuentra que las razones expuestas por la Sala de Casación Laboral no son admisibles, pues se comprobó
 que la acción de tutela inicial, no había sido allegada a ésta (sic) Corte para realizar el correspondiente estudio de selección para su eventual revisión. Ante tal situación, la Sala encuentra que el juez de instancia no podía pretermitir el trámite de selección y eventual revisión que realiza esta Corporación. Frente a la evidencia de una posible vulneración del debido proceso en el trámite de la acción de tutela demandada, el Tribunal de Casación no podía usurpar las competencias de la Corte Constitucional, razón por la que debió declarar la improcedencia del amparo, y en su lugar, advertir al accionante de la necesidad de agotar el trámite de eventual revisión ante la Corte Constitucional”. (subrayas fuera del texto original)
4. Las pruebas recogidas en el proceso, acreditan los siguientes hechos:

4.1 La señora Amparo Rendón de Betancur formuló acción de tutela contra la Alcaldía de Pereira, la Inspectora Quinta Civil Municipal y el Juez de Paz José Hoover Valencia León para obtener la protección a sus derechos al debido proceso, mínimo vital, dignidad humana y propiedad privada que considera lesionados en el trámite adelantado en la Justicia de Paz, con ocasión al cumplimiento de un contrato de promesa de compraventa suscrito con el señor Carlos Arles Martínez Marín
.

4.2 Mediante sentencia de 18 de abril de este año, el Juzgado Octavo Civil Municipal declaró improcedente el amparo, porque a pesar de que la accionante fue debidamente enterada de las decisiones adoptadas por el señor Juez de Paz, se abstuvo de hacer uso de los mecanismos ordinarios en su contra, medios eficaces para elevar sus reclamaciones
.

4.3 La anterior decisión fue confirmada por el Juzgado Segundo Civil del Circuito por medio del fallo del 29 de mayo siguiente
.

4.4 Frente al requerimiento realizado por esta Sala, a fin de que esos despachos judiciales informaran el estado en que se encuentra ese proceso, la secretaria de ese último señaló que las diligencias habían sido remitidas a la Corte Constitucional, para su eventual revisión, el 4 de abril de 2018, mientras que el titular del Juzgado Octavo Civil Municipal, si bien no dio respuesta expresa sobre el particular, dijo que en el cuaderno de copias no se encontraba el fallo de segunda instancia, de lo cual se deduce que aún no ha sido devuelto el expediente del trámite de revisión.
5. Considera la parte actora lesionados sus derechos fundamentales porque los funcionarios accionados valoraron inadecuadamente las pruebas que demostraban las irregularidades en que había incurrido el Juez de Paz al notificar sus decisiones.
Es claro entonces que la presente acción de tutela se dirige contra las sentencias proferidas en proceso de la misma naturaleza y por ende, resulta improcedente de acuerdo con la última jurisprudencia que atrás se transcribió, pues este excepcional medio de protección constitucional no puede emplearse para cuestionar supuestas vías de hecho ocurridas en el trámite de las acciones de tutela, ni para controvertir el fallo que en esa clase de procesos se profiere porque en tal forma se generarían decisiones indefinidas; además, se desconocería la regla jurisprudencial relativa a que un juez de tutela no está facultado para revisar las decisiones de otro funcionario revestido de igual atribución constitucional, pues tal función la cumple en forma exclusiva la Corte Constitucional, en sede de revisión.

Así entonces, como el proceso de tutela en el que encuentra el demandante vulnerados sus derechos fundamentales se halla en trámite de revisión ante la Corte Constitucional, las decisiones que en él se adoptaron no han hecho tránsito a cosa juzgada constitucional y por lo tanto deberá la accionante esperar a que se agote esa eventual actuación, dentro del cual podrá pronunciarse y hasta solicitar que el asunto sea escogido para revisión.

En esas condiciones, resulta claro que se halla ausente el último de los requisitos específicos de procedibilidad de la tutela frente a decisiones judiciales, de conformidad con la jurisprudencia inicialmente transcrita. En consecuencia se declarará improcedente la protección pedida.

En mérito de lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E 

PRIMERO: Se declara improcedente la acción de tutela propuesta por la señora Amparo Rendón de Betancur contra los Juzgados Segundo Civil del Circuito y Octavo Civil Municipal de Pereira, a la que fueron vinculados la Alcaldía de Pereira, la Inspectora Quinta Municipal de Policía de esta ciudad y los señores Carlos Arles Martínez Marín y José Hoover Valencia León, este último Juez de Paz.
SEGUNDO. Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.
TERCERO. De no ser impugnada esta decisión, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión conforme lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991.
Notifíquese y cúmplase, 

Los Magistrados,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS




DUBERNEY GRISALES HERRERA




EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS


� Sentencia T-018 de 2009, Magistrado Ponente: Jaime Araújo Rentería.


� Sentencia T-288 de 2011, entre otras. 


� Al respecto consultar, entre otras, las sentencias: SU-1219 de 2001 (M.P. Manuel José Cepeda Espinosa), C-1716 de 2000 (M.P. Carlos Gaviria Díaz), C-590 de 2005 (M.P. Jaime Córdoba Triviño), T-212 de 2012 (M.P. Juan Carlos Henao Pérez), y T-951 de 2013 (M.P. Luis Ernesto Vargas Silva). De hecho, en algunos de sus pronunciamientos iniciales, la Corte llegó a plantear la posibilidad de interponer acciones de tutela contra tutela.


� M.P. Carlos Gaviria Díaz.


� M.P. Alejandro Martínez Caballero.


� M.P. Manuel José Cepeda Espinosa.


� Artículo 86: “Toda persona tendrá acción de tutela para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por sí misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública. // La protección consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo. El fallo, que será de inmediato cumplimiento, podrá impugnarse ante el juez competente y, en todo caso, éste lo remitirá a la Corte Constitucional para su eventual revisión (…).” (Subrayado adicional al texto)


� Cfr. Sentencias SU-1219 de 2001 (M.P. Manuel José Cepeda Espinosa) y T-104 de 2007 (M.P. Alvaro Tafur Galvis).


� Cfr. Sentencia de tutela de primera instancia de la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia proferida el 5 de septiembre de 2014: “(…) La impropiedad aludida cobra mayor énfasis en el presente caso, dado que el accionante propuso este nuevo amparo el 26 de agosto de 2014 (fl. 1), no obstante que el expediente correspondiente que contiene la sentencia de segunda instancia proferida el 13 del mismo mes y año, fue remitido a la Corte Constitucional para su eventual revisión el 26 del mismo mes, (fl. 51), de suerte que no es dable advertir que haya culminado la etapa de su eventual revisión, la que sin duda es un medio de protección en aquella actuación y que, por consiguiente, desplaza cualquier otra acción en el mismo sentido.” Folio 162 del cuaderno 1 del expediente de tutela.


� Folios 34 a 36


� Folios 37 y 38


� Folios 42 a 46
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